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León, Guanajuato, a 15 de abril del año 2016, dos mil dieciséis. . . . .  . . . . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 105/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta…, en contra del Tesorero Municipal, Directora General de Ingresos y Director de Catastro, todos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que analizando de manera integral la demanda, sus anexos y el escrito de aclaración de demanda, se advierte que la parte actora impugna el avaluó a través del cual actualiza el valor fiscal del inmueble “… y el crédito fiscal fijado en el estado en cuenta exhibido a la demanda como acto de ejecución ordenado por la Tesorería Municipal; y, la existencia de los actos impugnado se encuentra acreditada en autos de esta causa, la del primero con el avaluó … y la del segundo acto con el estado de cuenta del impuesto predial, impreso …. . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Directora General de Ingresos en la contestación de demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia contemplada en la fracción VI del artículo 261 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que resulta inexistente el acto impugnado, es decir, no existe acto emitido, ejecutado o tratado de ejecutar por dicho Director. Causal de improcedencia que SE CONFIGURA, en razón de que la Directora General de Ingresos niega haber emitido los actos impugnados que consisten el avaluó y la determinación del crédito fiscal, al no haber emitido, ejecutado o tratado de ejecutar los mismos, y es el caso que la parte actora no desvirtúo esa negación, puesto que en autos no obra medio de convicción que acredite que esta autoridad fiscal, haya efectuado los actos mencionados; y, de los medios de prueba que obran en autos del sumario, se advierte que no se encuentra demostrada la existencia de algún acto emitido, ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar por esa autoridad, por ende, se concluye que se configura la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto a la Directora General de Ingresos. . . . . . 
Las autoridades en la contestación de demanda opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción de falta de acción y carencia de derecho, sobre el particular se precisa que para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la carencia de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar los actos indicados en su demanda, toda vez que se encuentran dirigidos hacia su persona y como destinataria de los actos impugnados, está en aptitud de intentar esta demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . .  . . . . 
La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la opone, toda vez que los actos impugnados cumplen con los requisitos de existencia y validez contemplados en los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad del requerimiento de pago combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción Non Mutati Libeli, para el efecto de que desahogada la etapa de contestación a la demanda, no sean consideradas las modificaciones o ampliaciones de demanda, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, incurrirá en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, estimando que las autoridades demandadas no hacen valer ninguna causal de improcedencia y advirtiéndose que de autos no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, se procede al análisis de los conceptos de impugnación aducidos en la demanda. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el segundo párrafo del concepto de impugnación de la demanda la parte actora niega que se le haya hecho de su conocimiento la existencia de alguna orden de avalúo y niega se le haya presentado alguna acta por la visita efectuada correspondientemente al avalúo, también niega que alguien se haya identificado con el justiciable para la práctica de algún avalúo, que suponiendo sin conceder que se hubiere efectuado algún avalúo a su propiedad, no se respetó el procedimiento establecido en los artículo 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato.  En tanto, que el Tesorero Municipal en la contestación de la demanda, al respecto expresa que el agravio resulta inoperante, ya que como se acredita con la documental anexada, el procedimiento a que refiere el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, fue agotado conforme a derecho, porque existe orden de valuación, así como la notificación respectiva, resultando falsa la afirmación del actor. . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO, este concepto de impugnación, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La parte actora en la demanda formula tres negativas lisas y llanas, a saber: a) que se haya hecho de su conocimiento la existencia de alguna orden de valuación; b) que se le haya presentado alguna acta de la visita efectuada; y, c) que alguien se haya identificado con el justiciable para la práctica de algún avalúo. Mientras que el Tesorero, asevera que existe orden de valuación y su notificación, resultando falsa la afirmación el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, conforme a lo estipulado por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dicha negativa obliga al Tesorero Municipal a demostrar la existencia de la visita física al inmueble a fin de cumplir con las exigencias contempladas por el artículo 177 acápite primero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, numeral que dispone en lo conducente: “Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los  peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a los ocupantes la orden respectiva.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo el caso, que el Tesorero Municipal a fin de desvirtuar las negativas lisas y llanas aportó al sumario, como constancias de la visita física al inmueble que nos ocupa, el Reporte de Campo, …, levantado por el perito revisor …, en el predio … no desvirtuándose con este documento dichas negativas y en consecuencia, es cierto que en la visita al inmueble el perito no se identificó, ni le dio a conocer, la orden de valuación al justiciable, por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .  
Si bien es cierto que el Tesorero aportó al presente Juicio copia certificada el Reporte de Campo, … levantado por el perito revisor …, en el predio … pero también es verdad, que en el cuerpo del referido documento el perito omitió identificarse, ya que no describió de manera pormenorizada la credencial o algún otro documento de identificación, ni tampoco asentó el hecho relativo a que se le dio a conocer o que se le entregó la orden de valuación, pues esas formalidades del procedimiento de valuación deben acotarse en la etapa de visita física al inmueble materia de la valuación. Abundando en el razonamiento anterior, conforme a lo dispuesto por el citado artículo 177, primer párrafo, transcrito en supralíneas, como se aprecia, este numeral constriñe al o los peritos autorizados en la orden de valuación a que practiquen la visita física al inmueble objeto de valuación, con el fin de estar en posibilidad de actualizar su valor fiscal y fijar la base del impuesto predial, con absoluto respeto de las formalidades establecidas en dicha disposición legal, las que consisten en que el perito: a).- Se presente en el inmueble objeto de la valuación en hora y día hábiles; b).- Se identifique con la documentación correspondiente ante la persona que atienda la diligencia; c).- Muestre a los ocupantes la orden respectiva; y, d).- Levante una acta circunstanciada de la diligencia respectiva. Sin embargo, como se ha dicho, en el Reporte de Campo el perito no asentó que se identificó ante la persona que atendió la diligencia respectiva, ni que le mostró la orden de valuación, amén de que el perito no hizo constar hora en que se presentó en el inmueble y tampoco indicó que  el avaluó combatido fue emitido por perito distinto al que levantó el reporte de campo, ya que el último documento fue levantado por el perito …, en tanto que el avalúo fue emitido por el perito …; por tanto, las anteriores omisiones constituyen irregularidades que dan origen a la ilegalidad de los actos impugnados. . . . . . . . . . . 
De las constancias que integran el sumario, se advierte que le asiste la razón a la parte actora, porque el Tesorero Municipal no acreditó, previo a modificar el valor fiscal del inmueble señalado en párrafos que anteceden, haber colmado las exigencias establecidas en el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, en razón de que en la visita al inmueble el perito no se identificó, ni le dio a conocer la orden de valuación al justiciable; de ese modo, el avalúo impugnado no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elementos que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; por consiguiente, el avalúo impugnado afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, 177 primer párrafo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en consecuencia, con fundamento en lo establecido en los artículos 300 fracción II y 302 fracción III, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de decretarse la nulidad del avalúo …, que fijó el nuevo valor fiscal, …, al predio … y de todos sus actos consecuentes dentro de los que se encuentran el crédito fiscal …, integrado por los siguientes conceptos: … impuesto predial, … recargos de predial; … gastos de ejecución; y, … honorarios de avalúo; crédito expresado en el estado de cuenta predial, impreso …. Lo anterior, en razón de que los actos consecuentes se apoyan en un valor fiscal viciado de origen, ya que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Resulta orientador en este aspecto, el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”. De esta manera, no existe impedimento para que la autoridad competente emita los actos impugnados con estricto apego a Derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Por último, la parte actora dentro de sus pretensiones demanda el restablecimiento del derecho violado, para que se le aplique la cuota que ha venido tributando respecto por impuesto predial; pretensión que resulta procedente, en virtud de que en el avalúo fiscal …, se fijó al inmueble que nos ocupa, un valor fiscal, … y el justiciable … presentó Aclaración de Avalúos, la que al resolverse jurídicamente trajo como consecuencia el avalúo impugnado -el que líneas arriba se declaró ilegal y afectado de nulidad- y con su expedición tácitamente se dejó  insubsistente el avalúo señalado en primer término, por tanto, es evidente que si no existe modificación del valor fiscal del inmueble que nos ocupa, entonces ya no se aplica como base del impuesto predial el nuevo valor fiscal …; así tenemos que, la Tesorería Municipal le está cobrando el impuesto predial para el año 2010 dos mil diez, … que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 44 la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2010 dos mil diez, corresponde a la cuota mínima, según se advierte en el Oficio …, a través del cual le notifica a la parte justiciable los resultados del avalúo …que quedó insubsistente con la emisión del avalúo impugnado-, pues en el mismo acto se le indica que el nuevo valor se aplicaría hasta el año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De  esta   manera,  ante  la  declaración  de  nulidad  del  nuevo  valor  fiscal 
impugnado y estimando además que de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, párrafo segundo, del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la declaración de nulidad del avalúo fiscal impugnado, produce efectos retroactivos, esto es, devuelve las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, en ese sentido y en aras de brindarle seguridad jurídica a la parte justiciable, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos violados con la emisión del acto impugnado; por consiguiente, la nulidad del avalúo impugnado que fijó el nuevo valor fiscal … trae como consecuencia jurídica el reconocimiento del derecho para que prevalezca la cuota conforme a la que venía tributando en el año anterior al 2011 dos mil once, de acuerdo a lo que señale la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal que corresponda; de ese modo, mientras no se revoque formalmente ese beneficio, previas las formalidades que establece el artículo 146 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, para los años subsecuentes seguirá gozando del mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO. La argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de estos en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador en sostenido en la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . .

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243, párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y V; y, 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto de la Directora General de Ingresos, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del avalúo …que fijó el nuevo valor fiscal, …, al predio ubicado en … y de todos sus actos consecuentes dentro de los que se encuentran el crédito fiscal … integrado por … impuesto predial, … recargos de predial; … gastos de ejecución; y, … honorarios de avalúo; crédito expresado en el estado de cuenta predial, impreso …. Lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . 
CUARTO.-  Se  reconoce el  derecho de la parte actora para que prevalezca 
la cuota conforme a la que venía tributando desde el año 2010 dos mil diez, de acuerdo a lo que señale la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal que corresponda; de ese modo, mientras no se revoque formalmente ese beneficio, para los años subsecuentes seguirá gozando del mismo. Lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma,… el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
